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l. JUSTIFICACIÓN 

Con acierto se ha llegado a decir que 
la contingencia del Derecho, su gran 
mutabilidad y evolución, encuentra su 
fundamento primero en la celeridad de 
los cambios sociales. De perder esta 
perspectiva, nos toparíamos con un ins­
trumento carente de valor, con un De­
recho muerto e inservible y desconec­
tado de su última y esencial finalidad. 
Lleva razón Reale cuando señala que 
"El Derecho es un fenómeno histórico­
social sujeto siempre a variaciones e 
intercomunicaciones, a flujos y reflu­
jos en el espacio y en el tiempo" ('). 

Al socaire de los cambios sociales, 
las leyes procesales y las sustancias han 
ido lentamente evolucionando, aunque 
en muchas ocasiones no todo lo desea­
do. La prudencia y en ocasiones el des­
acierto con que el legislador ha incor­
porado nuevas normas o variado otras 
por exigirlo así las nuevas necesidades 
sociales ha dado lugar a frecuentes 

conflictos y polémicas en el seno de los 
Tribunales de Justicia y de la doctrina. 

Se deja en última instancia a la Ma­
gistratura que, en defecto de una regu­
larización adecuada y con forme al 
inexorable paso de los tiempos, decida 
temas de hoy con normas de anteayer 0). 

La regulación de las costas procesa­
les, a las que dedicaremos nuestra aten­
ción en las siguientes páginas, son bue­
na prueba de los afirmado. El trata­
miento legal de las costas han sido una 
de las materias procesales que menos 
ha variado en lérminos absoluto últi­
mamente. La inmutabi lidad del tra ta­
miento de las costas en nuestro orde­
namiento, sin embargo, sí ha encontra­
do ciertas excepciones en relación al 
condenado (beneficios como el de Jus­
ticia gratuita y otros) pero no cuando 
nos referimos a la figu ra siempre vital 
del Letrado (l) y en especial a la del 
llamado Abogado de Empresa de rela­
tiva reciente aparición y que tanto se 

. está desarrollando entre nosotros en los 
día que corren. 

El presente estudio se centrará pues 
en la problemática de las costas proce­
sales aplicadas a la concreta labor de es­
ta nueva clase de Letrado, cuestión que 
ha sido y está siendo en la actualidad 
centro de no pocas controversias entre 
la propia Abogacía y los Tribunales. 

JAVIER Ju CEDA MORE O 

Universidad de Oviedo 

(I) REALE, M., " Introducción 
al Derecho", Madrid , 1987, p. 33. 

(') Vid. RAMOS MÉNDEZ. F. 
en "E ludios de Derecho Procesal 
en honor de ViClor Fairén Guillén". 
Valencia, 1990, pp. 460 a 449, es­
cribe con talenlo un "Manual de 
aprendiz de legislador", en el que 
entre airas cosa. afinna: "En el 
campo procesal ( ... ) no ha ex istido 
una polflica legislaliva estruclUrada 
y coherenle. La quejas sobre el la­
mentable eSlado de la legislación 
proce al Se han echado siempre en 
saco rolo y lodavra no eslOy muy 
seguro de que los tiempo hayan 
cambiado de ·igno. Lo indicios de­
muestrrul que se ha legislado al azar. 
improvisando y respondiendo a es­
tímulos que no parece que I.engan 
nada que ver con una planificación 
legislativn consciente y confonne 8 

programa". y concluye, "la leclura 
que un especlador pudieru hacer de 

. alguna de las refonnas de los últi ­
mos años descubre matices que de­
jan al descubierto situacione que, a 
veces, rozan el ridículo" (sic). 

rl "Jueces y Abogados son por 
igual órganos de la justicia servido­
res igualmente fieles al Eslado, que 
le encomienda dos momentOS in­
separables de la misma función". 
Vid. CALAMANDREI, P>'Elogio 
de los jueces escriLO por un Aboga­
do", Buenos Aires, 1956. p. XLVI. 
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(') Apane de otros como justicia 
gratuita y retribución del turno de 
oficio. intnlsionismo, función del 
Abogado, mutualismo y previsión de 
la Abogada. 

(' ) Conclusi ones del IV Con­
greso Nacional de la Abogacía es­
pañola. Ciudad de León, j unio de 
1970, pp. 45 a 47. 

(') Sentencias de 2 l/XTI/88 y 181 
01/89. En cualquier caso, la dislin­
c ión entre contrato de trabajo y 
arrendamiento de servicios es "bo­
rrosa y de rronteras imprecisas" 
(STS de 13/VIf88). 

(') Vid . PRIETO-CASTRO 
FERRÁNDIZ, L. en "Derecho de 
Tri bunales", Madrid. 1986, pp. 558 
a 560, critica forma lmente esle Es­
IntulO. Se fija demasiado en' erite­
rios lingUrsticos y de eSli lo que no 
emendemos muy bien a dónde se 
puede llegar. 

(') y sometido a las cláusulas 
generales o particulares que conten­
ga el· contralo de trabajo. En este 
sentido vide. STS de 21/XI/88 y de 
18/ ll1/88. 

(') Las conocidas popularmente 
como "A eson as Juríd icas". 

(") Actas del IV Congreso Na­
cional de la Abogada Española. Op. 
cit . 
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11. UNA NUEVA MODALI­
DAD: LA ABOGACÍA DE 
EMPRESA 

En junio de 1970 se reun ían en la 
ciudad de León los participantes en el 
IV Congreso Nacional de la Abogacía 
Española, organizado por su Consejo 
General . En él, uno de los temas funda­
mentales a tratar (4) giró en tomo a la 
figura del Asesor y Abogado de Em­
presa, a su regulación y régimen jurídi­
co. Era la primera ocasión en que los 
propios Abogados reconocían una mo­
dal idad hoy en pleno crecimiento y que 
ya entonces ocupaba a no pocos ejer­
cientes. 

En las conclusiones del Congreso 
(5), y en concreto en las del Tema ID 
(A) se decía: "Los servicios jurídicos 
de las Empresas, tanto uni personales 
como sociales, en su doble faceta de 
asesoramiento y patrocinio fo rense, 
deben ser obligadamente desempeña­
dos por Letrados, incorporados como 
ejercientes a los respectivos Colegios 
de Abogados, los cuales velarán por el 
cumplim iento de esta ex igencia y 
consti tuirán, dentro de su seno, las co­
rrespondientes secciones colegiales". 

Este Abogado de Empresa tan fTe­
cuente hoy es un LelTado especial por 
múltiples motivos. En primer lugar, por 
la particular relación juríd ica en la que 
se encuentra respecto a su Empresa, en 
segundo ténnino, por su singular traba­
jo, y en fm, por su concreta remunera­
r ,jAn 

La regulación de la Ley 39n5 de 31 
de Octubre, sobre designación de Le­
trados Asesores del órgano administra­
dor de determinadas Sociedades Mer­
cantiles, en su arto 3, deja a la jurispru­
dencia la determinación final de si la 
labor de este "Abogado de Empresa" 
es laboral o civil, declarando ésta su 
incompetencia " al no probarse que esa 
relación se hubiera establecido mediante 
conlTato laboral de modo expreso" (6). 

En cualquier caso, la falta de conceptos 
claros del legislador no nos da pie a 

excesivas ilusiones y, por tanto, mere­
ce un tratamiento más apropiado - al 
menos- por la doctrina o la jurispru­
dencia. Si bien es cierto que esta nonna 
vino a mejorar la situación de los Abo­
gados de Empresa (y así lo demuestra 
la gran acogida que tuvo en su día) no 
lo es menos que su valor y eficacia se 
hicieron esperar hasta la aprobación de 
unas ansiadas nornlas de desarrollo con 
algunos años de retraso. 

A) RELACIÓN JURÍDICA ABO­
GADO-EMPRESA 

Pocos han sido los autores que al 
realizar juicios críticos acerca del Es­
tatuto General de la Abogacía Españo­
la, han incidido en la problemática del 
Abogado de Empresa ('). Este Letrado 
no ejerce su labor a través de un común 
arrendamiento de servicios; tampoco­
como es lógico- está sujeto a relación 
administrativa; él presta sus conoci­
mientos y actuar jurídico a una Empre­
sas o Sociedad Mercantil en virtud de 
un contrato de trabajo (8). Y siendo así 
¿cómo puede ser considerado Abogado 
una persona bajo vinculación laboral si 
la misma profesión se califica estatu­
tariamente de "libre e independiente"? 
Veamos. 

Partiendo de la particular tarea Le­
trada de este Asesor Jurídico de Em­
presas, podemos ya adelantar que va a 
desarrollar su trabajo en áreas indepen­
dientes dentro de la Empresa (9) y con 
una estructura interna de éstas similar a 

JU yu,", .)1". UU ... u IV.) UI.,..;:' PU\,.I\V'::' pi V1t. :UV-

nales de A bogados. Gráficamente, son 
como una isla respecto del mar de la 
Empresa. Esto es, los Abogados que 
prestan su trabajo en estas dependen­
cias, y sometidos a la jerarquía de un 
Director, no dejan de ser profesionales 
libres e independientes porque estén 
relacionados con la Empresa a través 
de un contrato laboral; reproducen en 
una Sociedad lo que a diario acontece 
en un bufete. Esta concepción ha sido 
reconocida por el propio Consejo Ge­
neral de la Abogacía (10). Además, el 
planteamiento del Abogado de Empre-



sa sujeto al dictado de la Dirección Ge­
neral de esa Sociedad en sus tareas es­
trictamente jurídicas, sería algo que re­
pugnaría al verdadero concepto de Le­
. trado; pero esto no significa que no se 
tenga que asesorar o coadyuvar a la 
mejor marcha empresarial, en su con­
creto ámbito de competencia. Coinci­
dimos aquí con Abellán Honrubia 
cuando, refuiéndose a esta cuestión, 
escribe que tanto la "independencia" 
como la "responsabilidad" están referi­
das a la actividad profesional, no al ré­
gimen económico en que la misma se 
presta" ('1). 

B)TRABAJO 

Si dirigimos nuestra mirada a la la­
bor diaria del Abogado de Empresa no 
nos resultará complicado describir una 
tarea, en principio, no tan inclinada al 
tratamiento del llamado "Derecho Pa­
tológico" o "Contendido", como a des­
plegar su actividad de higienista jurídi­
co. Aunque con frecuencia deberá per­
sonarse en el Foro para defender pleitos, 
es más bien su trabajo de "terapia pre­
ventiva" lo que le consume más horas 
de horario laboral. 

Unas de las entidades que tradicio­
nalmente ocupan a los Abogados de 

. Empresa son las bancarias. Los Bancos 
suelen tener configurado un "staff' 
consultor en sus plantas nobles al que 
le trasladan todo tipo de dudas, proble­
mas o controversias relacionadas con 
el mundo del Derecho. Es tan impor­
tante ésta misión primera de asesora­
miento, que la mayoría de cursos de 
postgrado que se dedican a formar a los 
Licenciados en Derecho que desean 
convertirse en Abogados de Empresa 
dedican a esta actividad gran parte de 
sus enseñanzas ("). 

e) REMUNERACIÓN 

El Letrado Asesor de empresa, vin­
culado a la misma por contrato laboral 
común, percibe un sueldo por la exclu­
siva prestación de sus servicios profe-

sionales con toLaI independencia del 
mayor o menor trabajo que se le pueda 
confiar e, incluso, aunque no exista tra­
bajo profesional alguno, si bien esto no 
es lo nonnal. El Abogado de Empre a 
cobra como cualquier otro trabajador 
sujeto a relación laboral general ('3) . 

No obstante esta inicial situación, 
podría plantearse qué ocurre con la 
percepción de las costas procesales por 
el Letrado o si el importe de las misma 
debe ser deducido o compensado de su 
sueldo. A este tema dedicaremos el nú­
cleo del presente estudio, pero ya avan­
zamos aquí que entendemos que la per­
cepción de las costas de un pleito en 
que haya acruado y vencido el Aboga­
do de Empresa son de su exclusiva pro­
piedad , no sólo por las normas colegia­
les de la Abogacía, sino -entre otras 
poderosas razones- por consti tuir una 
costumbre inveterada ancionada por la 
Jurisprudencia Civil. No cabe, en defi­
ni tiva, que las cos tas queden fijadas en 
favor del cliente, cuando éste paga al 
Letrado un sueldo fijo. De hacerlo así, 
la Empresa cl iente incluso podría estar 
lucrándose por la percepción de las 
misma e incurriendo en un claro il ícito 
civil de enriquecimiento injusto. 

Conviene destacar al llilo de lo an­
terior que los sueldos de estos Letrados 
asesores suelen ser poco elevados pre­
cisamente por la posibilidad que tienen 
de percibir vía costas procesales nue­
vos y dependiendo de su habilidad le­
trada, sustanciosos ingreso . 

111. SITUACIÓN LEGISLA­
TIVA 

Está acertado Ramo Méndez cuan­
do escribe que el oficio de legislador, 
"uno de los más trascendentes de 
nuestra época, no exige tíru lo alguno, 
ni mucho menos conocinlientos técni­
cos ( .. . ). Ello obliga a lidiar cualquier 
otro, como mejor Dios da a entender. 
i y a fe que la sabiduría popular suple 
con creces la escuela!. Pero todo tiene 
sus límites y luego los ciudadanos su­
fren las consecuencias" (14) . 

(") ABELLÁN HONRUBIA, J_, 
" La libre circu tac ión de profes iona­
les tiberales en In CEE", en Gaceta 
Jurrdica de ta C.E.E. , núm. 52 , p. 
199 . 

(") De estos progr:unas desla ­
can los MAJ E, "Maste rs en Aseso­
rfa J\lridica de Empresas". 

(") De acuerdo con las cláus u­
las concretas de su contrato de trn­

bajo. 

(" ) RAMOS MÉNDEZ, F., op. 
cil. p. 461. 
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(") y en pan icu lar SERRA 
DOMí GUEZ, M., en "Observa· 
ciones crfticas obre e l proyecto de 
refoml' urgente de la LE ", en jus­
ticia, 1985, pp. 83. 775 y ss. 

('<) Aparte del allanamiento del 
demandado, desi (imiento renun­
cia del actor, transacción o conve­
nio, pluralidad de panes y caducidael 
del procedimiento, a los que se re­
fiere V ÁZQUEZ SOTELO, J .L" en 
sus "Comentarios n la refonna de la 
LEC", Madrid, p. 478, 1985. 
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La profunda, pero no por ello acer­
tada, reforma de la LEC operada por la 
Ley 34/84 ha sido denostada por la 
práctica totalidad de la doctrina proce­
sal española ('S) . Sin embargo, la nueva 
regulación de las COstas no ha cosecha­
do excesivas críti cas, quizá por veni r a 
cubrir una vieja laguna de nuestro 
ordenamiento positivo. En efecto, la 
antigua LEC no contenía precep10 al­
guno que estableciese el criterio gene­
ral a seguir en la materia y por eUo el 
523 ( ección quin ta , Cap. 1, Tit. TI de la 
LEC) venía como ani llo al dedo. 

No ob tante esta ausencia de debate 
en lOmo al nuevo tratamiento de las 
costas, pocos autores han reparado en 
la insuficiente regulación legal de de­
term inados supuestos especiales de 
imposición de costas, como el que es­
tudiaremos aquí ('6). 

Es claro que la LEC de 1881 no po­
día regular aspectos clave en el funcio­
namiento y régimen jurídico del Abo­
gado de Empre a por la razón evidente 
de la inex istencia entonces de tal figu­
ra; lo que ya no es tan disculpable es 
que el Legislador de 1984 se haya olvi­
dado de él de la forma que lo ha hecho. 

El insufi ciente tratamiento legislati­
vo tanto de esta nueva modalidad de 
LelTado como de su relación particular 
con el mundo de las costas ha dado lu­
gar a criterios encontrados en la Juris­
prudencia que en ocasiones conducen a 
un ev idente de trimento del propio 
Abogado Asesor Jurídico de Empresa. 

La situaci6n base de la que partimos 
es la omisión que el legislador hace del 
régimen part icular que debería 
aplicársele al Abogado de Empresa en 
relación con las costas. El Ordena­
miento pos itivo ha dejado en concreto 
de dar respuesta a la siguiente cuestión: 
¿quién se queda con el importe de las 
costas en el caso de que un Abogado de 
Empresa, COIl vinculación laboral con 
una Sociedad Mercantil determinada, 
venza en un pleito en el que actúa como 
Abogado en representación de ésta?, ¿se 
las queda la propia Empresa?, ¿el Abo­
gado? 

Nuesu'a posición en este extremo, 
ya lo hemos avanzado, va a ser lo su­
ficientemente explícita. Entendemos 
que el importe de las costas procesales 
sólo podría, en su caso ser apropiado 
por la mano o interferido por la Empre­
sa en el supuesto de haberse pactado 
esto en el contrato laboral. Nunca en 
otras circunstancias . No obstante, en 
otro lugar del trabajo veremos como in­
cluso esta circunstancia sería irregular. 

Si la empresa entiende que el con­
trato de trabajo que vincula a su Abo­
gado a prestarle sus serv icios de aseso­
ramiento profesional por el sueldo que 
le paga le autoriza a resarci rse de su 
costo con costas judiciales que este 
Abogado pudiera obtener en su defen­
sa, ello, en primer lugar, sería "a 
posteriori", esto es, respetando en su 
integridad al Letrado el primario dere­
cho a cobrarlas por sí mismo, sin per­
juicio de su compensación o reclama­
ción ulterior por parte de la Empresa, 
incluso en vía laboral, de haberse pac­
tado esto en el contrato. 

Al legislador se le quedó en el tinte­
ro regular que este Abogado de Empre­
sa ya cobra un sueldo por todo los ser­
vicios profesionales que presta, ya que 
precisamente su sueldo deviene o se 
devenga l/O sólo por razól/ de WI pleito 
el/ COI/creta, sino del contrato, que se­
ría en todo caso anterior al pleito que se 
trate y, además es independiente del 
mismo. No es válido por lo tanto nin­
gún argumento que descanse en la na­
turaleza laboral del contrato que vincu­
fe al' AóogadO con la Empresa, salvo­
como hemos descri to- que en el mismo 
se hubiera pactado expresamellte algún 
tipo de condición de limitación o mino­
rización de su sueldo en contemplación 
de ingresos por costas procesales. 

IV CRITERIOS JURISPRU· 
DENCIALES 

Haciendo un riguroso repaso a la 
Jurisprudencia más reciente relaciona-



da en general con las costas y en parti­
cular con las labores del Letrado Ase­
sor de Empresa, nos encontramos con 
que la mayor parte de decisiones tratan 
l)1ás la negativa del vencido en costas 
que cualquier otro supuesto. 

Lo cierto es que el Tribunal Supre­
mo no ha opinado en demasiadas oca­
siones sobre ello al no existir vía pro­
cesal para que accedan a su jurisdic­
ción estas materias por el imperativo 
de la cuantía. Así, estos pleitos suelen 
con frecuencia fenecer en Tribunales 
inferiores, lo que podría constituir a 
priori una seria lesión de no pocos de­
rechos subjetivos ("). 

A) TRmUNAL SUPREMO (TS) 

Desde el año 1984 hasta nuestros 
días unas seis han sido las ocasiones en 
las que el TS ha dedicado su atención 
en relación a esta materia de las costas 
y el Abogado de Empresa. 

ABOGADO DE EMPRESA 

La primera que encontramos es de 
21 de Diciembre de 1984 (R.A. 7274). 
En uno de sus considerados interpreta 
el contenido del art. 3 de la citada Ley 
de 31 de Diciembre del 75 afirmado 
que, "si bien la regla general es que los 
serv icios de Abogado sean profesiona­
les (no laborales) puede considerarse 
una excepción la relación laboral que 
media entre el Abogado y una Socie­
dad Mercantil". Más adelante, la Sala 
concluye indicando "pero para que exis­
ta tal relación de trabajo se precisa que 
concurran los requisitos esenciales que 
configuran la misma: dependencia al 
empresario, horario de Irabajo, dedica­
ción al mismo, efectiva ejecución, retri­
bución, duración indefinida o temporal 
por tiempo prefijado por las partes ... ". 

No resulta del todo infrecuente que 
algunas secciones de lo civil de las Au­
diencias Provinciales aleguen la com­
petencia del orden social y no sustan­
cien estos temas. No coincidimos con 
esta opinión. Veamos por qué. 

El an. 9.2 de la Ley Orgánica de l 
Poder Judicial, tras establecer que los 
"Juzgados y Tribunales ejercerán su 
jurisdicción en aquellos casos en que 
les venga atribuida por esta u otra ley", 
señala que los Tribunales y Juzgados 
del orden civil conocerán, además de las 
materias que les son propias, de todas 
aquellas que no estén alribuidas a otro 
orden jurisdiccional ", y, "ab abun ­
damiam" , el art. 22 del ci tado cuerpo 
legal, en su número 4, dispone que "En 
el orden civi l, los Juzgados y Tribuna­
les españoles serán competen tes en el 
caso de cualquier otro contrato de pres­
tación de servicio " (la "vis atTac tiva" 
del orden civil). 

Otra STS que vuelve a referirse a la 
relación estrictamente laboral del A e­
sor Jurídico de Empresa y que conside­
ra improcedente la dua.lidad contractual 
(civil y laboral) de l mismo, es la de 16 
de Octubre de 1989 (R.A. 9884). El año 
anterior, en concreto el 21 de Diciem­
bre de 1988 (R.A. 5272), se firma oO'a 
STS en la que se reputa en esta ocasión 
como relación no laboral la de un Le­
trado Ase or de Sociedad Mercantil, de 
la que es al mismo tiempo Presidente y 
Consejero Delegado. Por identidad de 
razón, también la STS de 13 de junio 
del mismo año (R.A. 6473) vuelve a 
hablar de relación no labora l cuando 
estudia la particular si tuación del Ase­
sor de la Organización Médica Cole­
gial Española, aunque en e te caso con 
los matices de "función pública" de toda 
entidad corporaüva. 

COSTAS 

Una antigua STS de 26 de mayo de 
1880 indicaba: " las Leye que tratan de 
la condena en ca tas son de carácter 
general y contienen precepto ab olu­
tos, por lo que no pueden establecerse 
excepciones ... ". E lógico entender a 
raíz de esta Resolución que los dere­
chos·que la Ley Procesal Civi l pueda 
establecer a favor de cada uno de los 
profesionales cuyas minutas de hono­
rarios fueron tasadas por el Secretario 
Judicial tienen que ser escrupulosa­
mente respetadas en su integridad ori-

(" ) En primer lugar. porque la 
entidad de estos temas merecen In 
obtención de una sentencia razona· 
da por parte del Supremo. en segun­
do término. porque se limita la po­
sibil idad de que Olra instancia deci­
da. 
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ginaria, poseyendo ~n carácter "ex lege" 
(art. 1089 Código Civil), de tal forma 
que la retención de 6stas por una Em­
presa constituiría rodo un ilícito que 
vulneraría el carácter absoluto de la Ley 
Procesal. 

Una sentencia que avala absoluta­
mente los razonamientos que hasta 
ahora hemos expuesto en relación a las 
costas y al "Abogado de Empresa", es 
la de la Sala l.' del Tribunal Supremo 
de 7 de Marzo de 1988 (R.A. l559) que 
resuelve un supuesto de condena en 
costas. 

Merece la pena, por su expresividad, 
que destaquemos el fundamento de de­
recho tercero en sus párrafos más im­
portantes. Dice así: "En los supuestos 
en que, como sucede en el presente re­
curso, se ha producido la condena en 
costas (oo.) se inclui rán los honorarios 
devengados por el Letrado que defien­
de a la parte contraria (oo.) y ello, 
cualquiera que sea la forma de pago 
de los sen/icios profesionales que ha­
yan podido pactarse entre la parte a 
quien han sido condonadas las costas y 
el Abogado que los prestó y sin que 
(. .. ) pueda beneficiarse la parte conde­
nada del hecho de que tales servicios 
hayan podido o no ser ya total o par­
cialmente retribuidos por el Gf'l'enda­
dor de los mismos, pues ello no sólo 
resultaría contradictorio con el man­
dato jl/dicial que la condena en costas 
comporta, sino también porque ine/uso 
podría acarrear un tratamiento 
injustificante discriminatorio de las 
J~':JV\'\..(\r . \'I.n'.u ,~ J'J\\"IUWv'1'""t"'"V 

dieran acordar sistemas de retribución 
continuada de SI/S Letrados Asesores y 
que, por tal razón, perderían las venta­
jas económicas que una evel/lual COI/ ­

dena en costas significarían". 

Aunque la cuestión que se ventilaba 
en esta Sentencia era contemplada des­
de el punto qe vista del condenado en 
costas, nos sirve perfectamente para 
analizar la posición jurídica de las par­
tes con relación a los respectivos dere­
chos derivados de una condena en cos­
tas. 

La importancia de esta Sentencia a 
la hora de conformar los ya de por sí 
difusos y poco definidos límites de las 
costas procesales en relación a la con­
creta tarea jurídica del Abogado de 
Empresa lo revela el eco de la misma 
en medios profesionales. Así, un mes 
después de publicarse, la revista del 
Boletín del Colegio de Abogados de 
Madrid, "Otrosí informativo", desta­
caba con grandes caracteres tipográfi­
cos bajo el encabezamiento de "Tres 
Sentencias satisfacrorias" ,lo que sigue: 
"Otra acertada sentencia, muy impor­
tante para los Abogados de Empresa, 
es la que ha dictado la Sala J.! del Tri­
bunal Supremo el 7 de Marzo último. 
Se discutía si en la tasación de costas 
debe o no incluirse la minuta de los 
honorarios devengados por el Letrado 
de la parte vencedora cuando percibe 
de aquélla un sueldo por su asistencia 
jurídica global. Se argumentaba de 
contrario que el trabajo realizado por el 
Letrado en el proceso estaba embebido 
por el general del Abogado de Empre­
sas y retribuido con el sueldo que el 
Abogado percibía de aquélla. Si la tesis 
hubiese prosperado habría producido 
consecuencias muy perjudiciales para 
los numerosos Abogados de Empresa 
que, además de su sueldo, perciben de 
aquélla los honorarios que la empresa 
recupera cuando la parte contraria es 
condenada en costas (oo .). El TS re­
cuerda a la parte impugnante de la mi­
nuta que es "ajena" a la relación con­
tractual de la empresa con el Abogado 
y que, por tanto, el hecho de que éste 
"haya podido o no ser total o parcial-
mpnlp rptri hl1 irt,," loor I ~ pm~"TP<:~ no 

puede invocarse como un motivo que 
libere a la parte vencida del pago de los 
honorarios del Abogado que asistfa a la 
parte vencedora". 

Al margen de estas consideraciones 
debe hacerse constar, por último, que 
en esta Sentencia el TS alega que si se 
aceptase el criterio de que quien ha 
concertado un "sistema de retribución 
continuado de sus Letrados asesores" 
carece del Derecho a cobrar la minuta a 
cargo de la parte vencida, resultaría una 
injusta discriminación en fa vor de 



quiénes no tuvieran una relación conti­
nuada con su Abogado. 

En resumen, el criterio del Supremo 
aquí no puede ser más diáfano: los 
Abogados de Empresa, a través del co­
bro de las costas que hace su cl iente, 
podrán seguir percibiendo el importe 
de sus minutas cuando hay condena en 
costas a cargo de la parte contraria. 

Si pocas han sido las ocasiones en 
que el Alto Tribunal ha opinado sobre 
esta materia, esta vez creemos que ha 
sido lo suficientemente elocuente como 
para evitar que Tribunales inferiores 
buscaran razonamientos diferentes e 
incluso en posible contradicción con los 
suyos. 

B) TRmUNALES INFERIORES 

Del recorrido minucioso de la lla­
mada jurisprudencia menor de los últi­
mos años se observa que, si bien cuesta 
encontrar sentencias referidas a este 
particular, las que hay no difieren bá­
sicamente del Supremo. No obstante, 
en el mes de diciembre de 1991 la 
Sección Cuarta de la Audiencia Pro­
vincial de Oviedo tuvo la oportunidad 
de tratar la materia que nos ocupa de 
forma -a nuestro enrender- poco feliz. 
A esta Sentencia dedicaremos una sus­
tancial part.e del presente estudio. 

El supuesto de hecho sobre el que 
recae la Sentencia es el que sigue. A 
consecuencia de un incidente de ejecu­
ción de Sentencia y desestimado éste, 
se inlponen tanto las costas de la pri­
mera instancia como las del recurso de 
apelación que confIrma el mismo cargo 
de los incidentistas, favoreciéndose la 
parte ejecutante, en este caso una Em­
presa Pública. Tras efectuar las tasa­
ciones, en las que se incluye la minuta 
del Abogado de Empresa de esta So­
ciedad estatal, se deposita en el juzga­
do un cheque que comprende lo que 
por primordial y por gastos judiciales 
era acreedora la parte favorecida por la 
sentencia; es decir, la propia Empresa 
Pública. 

Una vez cobrado el dinero, la Em­
presa se niega en repetida ocasiones a 
hacer llegar los honorarios de su Ase­
sor Jurídico y defensor en el pleito. Este, 
al ver fracasados sus intentos, solicita 
judicialmente su pretensión a través de 
un Juicio de Cognición que es atendido 
favorab lemente en primera instancia 
pero no en el recurso de apelación que 
interpone la Empresa, en el que la Sec­
ción Cuarta de la Audiencia Provincial 
de Oviedo sentencia a nuestro juicio de 
modo poco convincente, siendo pru­
dentes y respetuosos en la apreciación. 
La crítica que haremos a continuación 
de esta Resolución sólo nos será úti l a 
efectos de debate doctrinal, no preten­
demos otra cosa. 

Al margen de expresiones como "la 
cuestión de fondo es de índole estricta­
mente jurídica" (7), la Sentencia de 11 
de Diciembre de 1991 (recaída en el 
Recurso de apelación 149/91 ) incide en 
consideraciones dignas de di cusión. 
Veamos. 

Dice en el tercer fundamento de 
Derecho: "el Letrado percibe un sueldo 
fijo de la Empresa, a la que se haya 
ligado por un contrato laboral". ¿Qué 
tiene que ver aquí la condición laboral 
o no del Abogado con la estricta natu­
raleza civil del pleito que se debe Sen­
tenciar? ¿En qué afecta la situación 
social del mismo a la tasación de costas 
que se efectuó, por lo que respecta a la 
minuta que le corresponde? Es claro 
que a la Sala no le atraía demasiado el 
escenario civil en el que debía desen­
volverse la reclamación. 

Otro aspecto polémico. AfIrma la 
Audiencia Provincial: "el Art. de la 
L.E.C. permite al Abogado reclamar los 
honorarios a su cliente mediante el pro­
cedimiento de la Jura de Cuentas sin 
que tal facultad se le reconozca con 
repecto a los dos de la parte contraria, 
lo que es revelador de que no ostenta 
derecho alguno a su reclamación pues, 
en OtIO caso, no tendría sentido privarlo 
del procedimiento privilegiado". Lleva 
razón Martín García cuando indica que 
la inoportunidad de la Jura de Cuentas, 15 



(") Cfr. MARTíN GARCÍA, E., 
"Honorarios del letrado por pane 
favorecida por la condena de cos­
tas". en Rev ista s Ju rídica de 
Asturias , núm 15, 1992. 
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en casos en los que. el li ligio depara la 
imposición de costas, llevaría consigo 
que la minuta del LeIJ'ado fuere a favor 
de la Empresa como contrapartida de 
u salario mensual. y ello. para este 

autor, devendría imposible por los po­
deroso morivos a los que nosotros 
atendimos al inicio de este eSlUdio: "Por 
e a vía, la Empresa podría llegar a un 
enriquecimiento injusto, obteniendo una 
financiación paralela del sueldo que 
paga ( . .. ). Convendría a.l Letrado en un 
trabajador de peor condición, con un 
[Tato discriminatorio incluso con res­
pecto al Procurador ( . .. ). En defmitiva, 
envilecería la condición de su Letrado. 
Y, en segundo lugar, "Si la condena en 
co tas fuese a cargo de la Empresa, no 
puede sostenerse, ab absurdum, que el 
Abogado de Empresa pagase de su bol­
si llo los honorarios del Letrado de la 
contraparte, so pretexto que aquel per­
cibe un ueldo". Concluye Martín 
García " resulta descabellado que la 
Empresa se apropie de los honorario 
de su Letrado, ya que ella no paga, sino 
que provienen de la parte contraria" ('8). 

Es po ible que el exceso de trabajo 
que atasca la labor de no pocos tribuna­
les haya determinado una Sentencia de 
facrura tan poco sati sfactoria, y todo 
ello dicho con el mayor de los respetos 
que nos merece el Tribwlal sentenciador 
y a lo referidos efectos doctrinales. 

N o obstante no estaría de más re­
cordar aquí aquel viejo brocardo de que 
"quien decide mucho se equivoca más 
que el que no decide nada", y no olv i­
ubmo> que nuesLros MagiStl'ltCfoS no se 
pasan precisamente las horas cruzados 
de brazos. 

v. NORMAS ESTATUTA ­
RIAS DE LA ABOGACÍA 
ESPAÑOLA. DERECHO 
COMUNITARIO 

Quisiéramo dejar constancia de una 
advertencia preliminar antes de cono­
cer lo que las Abogacías Españolas y 

Comunitaria opinan sobre este tema. No 
nos convence demasiado la delimita­
ción que de antaño ha existido entTe el 
Abogado de Empresa y el Asesor Jurí­
dico de Sociedad Mercantil. Hace al­
gún tiempo se describía la labor de este 
último como la dedicada a prestar ser­
vicios de asesoramiento o consejo jurí­
dico , con carácter de generalidad y 
periocidad , por todas o pane de las 
cuestiones jurídicas de una Empresa a 
la que están vincu lados por contrato y 
que no incluyen la actuación conten­
ciosa ante los Tribunales. Al Abogado 
de Empresa le quedaría, en tin, la inter­
vención forense. Nuestra fa lta de con­
vencimiento se basa en la realidad coti­
diana de esta relativamente nueva mo­
dalidad de Letrado. La tarea del Asesor 
Jurídico ha sido subsumida en la del 
Abogado de Empresa, aunque en caso 
pueda darse una cierta imprecisión 
terminológica. Cuando se habla de 
Abogado de Empresa y de su Asesor 
Jurídico, nos estamos refiriendo a la 
misma cosa. Por eso, en alguna parte 
del presente estudio aludíamos a la do­
ble misión que tienen encomendada es­
tos Letrados de "higiene del Derecho" 
y de actuación contenciosa o de trata­
miento del "Derecho patológico". No 
obstante, en Derecho comparado la 
tendencia sigue inmóvil en e te senti­
do. En el asunto 2n4 del Tribunal de 
Justicia de la C.E.E., los Gobiernos 
Alemán, Belga, Británico, irlandés, 
Holandés y la propia Comisión Euro­
pea, consideraron que había que di o­
ciar la actividad profesional de la ac­
tuación en juicio, ante juzgado y Tri­
úulta¡\;;, u\;; IUO\! ~td'C \l'ncfu,O Admi­

nistrativos) y la actividad de asesora­
miento a particulares. La distinción se 
impondría a eFectos de que la primera 
tarea sería exceptuable del Derecho de 
establecim iento y libre prestaci ón de 
servicios y no así la segunda ('9). Aún 
así, seguimos in ver la diferencia, tal y 
como discurren las cosas hoy. 

ABOGACÍA ESPAÑOLA 

Dejando a un lado el pormenorizado 
estudio que de los "Abogados de Em­
presa" realizó el IV Congreso Nacional 
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de la Abogacía Española celebrado en 
la Ciudad de León, debemos centrar­
nos ahora en el tratamiento que el Esta­
tuto General de la Abogacía otorga a la 
m~teria objeto de nuestra aproximación. 
¿Por qué se debe hacer caso de lo que 
diga este Estatuto y, en ocasiones, apo­
yarse en él para hacer valer una preten­
sión?; ni más ni menos que por tener la 
fuerza de obligar que se se deriva del 
Real Decreto de 24 de Julio de 1982, 
que los anciona, y de la Ley sobre Co­
legios Profesionales de 13 de Febrero 
de 1974. 

Aunque la Exposición de Motivos 
del Estatuto aludía al acierto de optar 
por "su apuesta al día ( ... ) haciéndose 
necesario el que nuevas experiencias y 
figuras se incorporen a la regulación de 
tan trascendental profesión", lo cierto 
es que se podía haber sido más audaz 
en su actuación (20), yeso que en ella 
participó más que activamente el Con­
sejo General de la Abogacía. 

En 1988, el Ilustre Colegio de Abo­
gados de Oviedo propuso al resto de 
sus compañeros españoles acometer 
unas ambiciosas reformas estatutari as 
en relación tanto al marco de actuación 
de los Letrados como a la organización 
concreta del ejercicio de nuestro Abo­
gado de Empresa. Analicemos algunas 
de ' ellas, yendo por delante nuestro 
acuerdo y coincidencia sustanciales. 

En lo referente a los "derecho y de­
beres de los Abogados" (insertos en el 
capítulo único del título 1Il), y en parti­
cular en el artícu lo 40, se proponía aña­
dir un nuevo párrafo bajo la letra d) que 
estableciera: 

"Los Abogados que preSien sus ser­
vicios profesionales por razón de WI 

contrato laboral estarán obligados a 
entregar copia del mismo en la Secre­
taría del Colegio, a los efecros de su 
Registro y de la observancia en el mis­
mo de los principios que rigen la pro­
fesión .lgual obligación tendrán los que 
hubiesen celebrado contrato al respec­
to de cualquier otra naturaleza". 

En efecto, de haberse incorporado 
estas líneas al Estatuto se podrían lle­
gar a solventar buena parte de las con­
troversias en las que nos hemos deteni­
do en el trabajo. Otorgando a las auto­
ridades colegiales competencias como 
las de conocer la copia de un contrato 
laboral que une a un Abogado de Em­
presa con una determinada Sociedad 
Mercanti l, se facilitarían sol uciones 
extrajudiciales aJiv iadoras de la actual 
situación de ataSco de nuestros Tribu­
nale . Esto no sería -como pudiera pa­
recer- conceder un plus de privilegios 
gremiales, sino cooperar a una solución 
económica y coherente de es tos y otros 
problemas de carácter similar. 

En relación a la "responsabilidad 
disciplinaria" (sección UI del capítulo 
único del título VI del Estatuto), la pro­
puesta asturiana pasaba por el estable­
cimiento de un cuarto párrafo del arto 
108 que indicaba: 

"Los abogados vinculados aUlla 
Empresa o tercera persona por razón 
de colllrato de trabajo en. la prestación 
de SI/S servicios profesionales, no po­
drían ser despedidos por sus patronos 
sin el previo conocimiento e informe 
del Colegio de Abogados, cuando el 
despido se relacione con el ejercicio 
profesional" . 

Parece lógico que en el estricto ám­
bito del ejercicio letrado, todo aconte­
cimiento que determine alteración la­
boral deba merecer -cuando menos­
algún que otro comentario colegiaJ. De 
no ser así habrfa que cuestionarse muy 
mucho la razón de ser de los propios 
Colegios. 

Al margen de estas propue tas de 
modificación relativas a la concreta 
realidad del Abogado de Empresa, otras 
muchas versaban sobre la composición 
de la Jwlla Colegial (con presencia en 
ella de los legítimos representantes de 
estos Asesores Jurídicos de Empresa); 
del propio Consejo General ... temas 
que, por su interés, merecerían un tra­
tamiento autónomo y minucioso. 

(lO) Cfr. "El derecho de estable­
cimiento y de libre prestación de 
servicios de los Abogados", (SAINZ 
DE VICUÑA BARROSO) " La 
Ley" (Comunidades Europeas), de 
28fVI/85, p. l . 

("') La audiencia no es sinónimo 
de improvisación , en este ca O lo es 
de 3ciel1o. 
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(") Diclamen de la lunlil de Go­
bierno del nu Ire Colegio de Abo­
gados de Oviedo de 20 y 27 de mar­
zo de 198 1. 

(U) Informe del Consejo Gene­
ral de la Abogada E pañola de 16/ 
11/1989. 

(H) GÓMEZ DE LIAÑO 
GONZÁLEZ, F. , Op. cil. 

(") MARTlN BERNAL, l .M .. 
"Abogados y Jueces anle la C.E.". 
pp. 112 Y 11 3, Madrid. 1990. 
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Es discu tible. en otro orden de co­
sas, la insuficiente definición que el arI. 

10 hace de us destinatarios. A parte de 
los -'Abogados ( ... ) que se dedican, con 
despacha profesional, a la defensa de 
intere es jurídicos ajenos", también 
existen otros Letrados que desarrollan 
su labor en el mundo del derecho empre­
sarial, circunstancia ésta que descono­
ce, incomprens iblemente, el Estatuto. 

Bajando un peldaño en la regula­
ción colegial española de la Abogacía 
de Empresa, llegamos a las Nonnas 
Orientadoras de Honorarios Profesio­
nales que, de continuo, se aplican a los 
Letrados " incorporados comoejercien­
tes a un Colegio de Abogados", como 
reza el Estatuto Orgánico. 

La di sposición general tercera, 
apartado g), último párrafo de las nor­
mas antedichas, en relación a la prohi­
bición de l pacto de clIora /itis, recuerda 
que: 

"asimismo, quedan. prohibidos los 
pactos CO/1 el cliente sobre el cobro ex­
clusivo de las condenas el1 costas; o 
que estas queden en favor del cliellle 
cl/ando éste paga al Letrado 1111 slleldo 
fijo". 

Por si estos razonamientos no fue­
ran bastantes, el ac tivo Colegio de 
Abogados de Oviedo ha tenido la opor­
tunidad de indicar, con moti vo de una 
consulta que evacuó acerca de un inci­
dente de costas que implicaba a un 
Abogado de Empresa, que: "En el caso 
ve 4. tiC tiUd. SU\,.l"C:U·clLl' l"(C¡ L.ulll{¡' ;)'-' 

irrogase la facultad de cobrar la minuta 
en costas de l Letrado que prestare ser­
vicios para ella, además de ilegal y 
anliestalulario, ( ... ) pudiera llevar a 
que, no sólo le resultaría gratuito los 
servicios de su Letrado, sino que, in­
cluso, podría estarse lucrando por la 
percepción de sus honorarios, situación 
que, aunque límite, no dejaría de ser 
inicua" ("). 

En otro supuesto similar, un in for­
me del Consejo General de la Aboga­
cía Española rezaba: "Es anómala la si-

tuaci6n producida en la Empresa cuan­
do pretende reivindicar para sí, en per­
juicio de Letrado , los honorari os 
devengados por éste en aquellas actua­
ciones en nombre de su Empre a y en 
las que ha obtenido la condena en cos­
tas de la parte adversa", y prosigue, "la 
condena en costas ( . .. ) tiene su razón 
de ser en el principio de indemnización 
del perjuicio económico que supone el 
costo del pleito. Es así de entender que 
cuando el órgano jurisdiccional se pro­
nuncia imponiendo al litigante vencido 
el pago de las costas, la obligación es­
triba en resarcir en su justo precio, sin 
menna ni enriquecimiento, los diver­
os conceptos económicos dispendidos 

en el pleito". Para el Consejo General 
de la Abogacía, uno de estos conceptos 
económicos será "el trabajo que aporta 
el Abogado de su propia ciencia y es­
fuerza como verdadero bien econ6mi­
ca, cuyo contravalor a esto son los ho­
norarios adecuados a la concreta actua­
ción" (22). En términos simi lares se 
pronuncia en la doctrina Gómez de 
Liaño al adentrarse en la figura del 
Abogado (13). 

Lo dicho, ¿se puede ser más claro? 

DERECHO COMUNlTARJO 

Al ser el derecho de establecimien­
to y de libre prestación de ervicios, 
regulado en los arrs. 52 a 66 del Trata­
do C.E.E., uno de los pi lares en los que 
se asiema el Derecho Comunitario, lo 
importante será determinar hasta qué 
1-'lIl1lV MI ct~rt\ .. a\"'Ú}H ul't.l,.,lú el IIU .... ,:, U v 

Abogado de Empresa. 

Dejando a un lado la ausencia de 
Directivas en la materia (2') y la pobre 
atención que en ellas se dedica a nues­
tra figura, resulta obligado examinar 
minuciosamente la Directiva 77/249/ 
C.E.E. de 22 de marzo de 1977 "para 
facilitar el ejercicio efectivo de la li­
bre prestación de servicios por los 
Abogados", desarrollada en España 
por los Reales Decretos 607/1986 de 
21 de marzo y de 16 de septiembre de 
1988. 



En la citada Di rectriz tan sólo en­
con tramo una escueta referencia a los 
Abogados de Empresa al dejarse ex­
presamente a las legislaciones internas 
de 19S Estados miembros de la Comu­
nidad, entre otras cosas, " la posibi lidad 
de excluir de la libre prestación de ser­
vicios de Abogado, a los Abogados 
asalariados, si las reglas del Estado de 
prestación no autorizan el ejercicio 
profesional a eSlos Abogados asalaria­
dos vinculados a sus clientes por con­
tratos de trabajo. 

En esle sentido, Sainz de Vicuña ('.1), 
interpreta que el texto de la norma está 
atendiendo aqur al sistema imperante 
en Francia, Bélgica, Luxemburgo yes­
pecialmente Italia, donde se impide la 
colegación a los Abogados asalariados; 
en esencia, a los de Empresa. 

¿ y qué es lo que sucede en concreto 
en estos Parses? Veamos. 

En Francia, en la Comunicación que 
se elevó en su dra a la Comisión Euro­
pea para adoptar en su ámbito normas 
de desarrollo de la Directiva, nada se 
decra respecto de la prohibición exis­
tente en el propio Estado de admitir 
como colegiados a los Abogados vin­
culados por contrato laboral a una Em­
presa. Lo que sr se afi rma de forma ca­
tegórica y a nuestro enlender injusti­
ficadamente es que "se prohiben los 
servicios contenciosos de los Aboga­
dos ligados por contrato de trabajo con 
una Empresa;'. 

Va más allá la legislac ión armo­
ni zante ital iana, que recoge la prohibi­
ción legal del ejercicio profesional a los 
"Avoccatos" que estuviesen ligados a 
su cl iente por medio de un contrato de 
trabajo. 

Si deficienle es el tratamiento legis­
lativo de la Abogacfa de Empresa en la 
Comunidad Europea, también se puede 
hacer el mismo balance de la Jurispru­
dencia del TJCE. Que sepamos, aún no 
ha tenido oportunidad de ocuparse de 
esta materia de los Abogados de Em­
presa. 

En fin , la escasa dedicación que el 
Derecho Comuni tario presta al Aboga­
do en general y al de Empresa en parti­
cular hace que en este punto no nos 
quede más remedio que concluir con 
J.W. Bitler, Letrado holandés, que "se­
rra interesante saber cuál es la exten­
sión de la que está hoy hac iendo uso la 
libres prestación de servicios contem­
plada por la Directiva 77/249. Por lo 
que sabemos, no se ha realizado aún 
ningún trabajo significativo en lo que 
respecta al lado práctico de la libre 
prestación de servicios en relación al 
Abogado" ('6) . 

VI. REFLEXIONES FiNA­
LES 

Es evidente que la Abogacfa actual 
plantea nuevas exigencias . La desbor­
dante e imperfecta producción legisla­
tiva que padecemos -y a la que hemos 
dedicado alguna que otra flor en e te 
estudio- o el inasequible aluvión de 
doctrina legal, por poner dos lamenta­
bles ejemplos, hacen de la Abogacfa de 
hoy un oflcio un tanto distame del clá­
sico "abogar" ante los Tribunales. 

La especialización letrada, unida a 
fenómenos tan contemporáneos como 
el desarrollo lecnológico, la macro­
empresa, el intercambio internacional 
a gran escala y el consiguiente desarro­
llo económico fundamentan la apari­
ción de modal idades de A bogado com o 
el que ha merecido nuestra atención. 

Ahora bien, no estaría de más pre­
guntarse, como lo hizo el Duque de 
Maura (2'). ¿Qué destino le aguarda al 
Abogado ... ?, ¿está llamado a desapa­
recerentre las antiguallas del siglo XIX, 
o ha de resurgir entre las maravi llas de 
la era atómica?, ¿qué opinan sobre el 
caso las nuevas generaciones de juris­
tas?, ¿a qué aspiran los más, a consoLi­
dar intereses creados o a reconquistar 
austeramente prestigi os desvaído ?, 
¿qué prefieren los mejores, llegar a ser 

(") SAINZ DE VICUÑA BA­
RROSO, A. , Op. e il. 

(26) BITTER. J.W. , en " Los 
abogados en la CEE y la libertad 
para ejercer el comercio o una pro· 
res ión", en Gacela Jurídica de la 
C.E.E .. núm. 5 1, pp. 3 a 8. 

(") En el prólogo de la obra de 
MARTÍ EZ VAL, " Abogacfa )' 
Abogados". 
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hombres de negocios o Jurisconsul­
tos?". 

El hecho incontestable es que por 
unas razones o por otras, el Abogado 
de Em presa \leva con nosotros ya algu­
nos años y con la flrme intención de 
quedarse. En más, cada día nos encon­
tramos con mayor cantidad de Licen­
ciados en Derecho que optan por esta 

salida profesional. Es por ello por lo 
que no va a quedar más remedio que 
adecuar esta nueva modalidad a los 
tiempos que vivimos y evitar polémi­
cas estériles o ilógicas. Precisamente la 
falta de cauces legislativos o jurispru­
denciales adecuados y definitivos es lo 
que nos ha movido en esta aproxima­
ción. 


